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Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante este Tribunal Apelativo MAPFRE Insurance 

Company (en adelante MAPFRE o la peticionaria) mediante la 

Petición de Certiorari de epígrafe y nos solicita la revisión de una 

Resolución emitida y notificada por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Carolina (en adelante el TPI), el 17 de marzo de 

2021. En la misma, el foro primario declaró Ha Lugar a la Moción de 

Reconsideración presentada por la Sra. Mayra Rodríguez (en 

adelante la señora Rodríguez Romero o la recurrida) y dejó sin efecto 

la Sentencia dictada el 19 de febrero de 2021. En consecuencia, 

denegó la solicitud de sentencia sumaria presentada por MAPFRE y 

ordenó la continuación de los procedimientos.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

expide el auto de certiorari solicitado y se revoca la Resolución 

recurrida. 

I.  

El 19 de septiembre de 2018, la señora Rodríguez Romero 

presentó una demanda contra MAPFRE. En esencia alegó que 
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MAPFRE actuó de mala fe al incurrir en prácticas desleales y 

dilatorias en la investigación, ajuste y resolución de su reclamación 

por las pérdidas causadas a su propiedad por el huracán María. Por 

ello, solicitó $10,000 y hasta el máximo del límite de la póliza para 

resarcir los daños del inmueble, una suma no menor de $100,000 

como indemnización de los perjuicios y angustias mentales, más 

gastos, costas, honorarios de abogado e intereses legales. 

En lo aquí pertinente, el 19 de octubre de 2020 MAPFRE 

presentó una Solicitud de Sentencia Sumaria en la cual solicitó que 

al amparo de la doctrina de pago en finiquito se dictara sentencia a 

su favor. Al respecto, explicó que “[l]a parte demandante, libre y 

voluntariamente, aceptó, endosó, cambió e hizo suyo el importe del 

pago emitido por MAPFRE el cual claramente indicaba que era por 

concepto de pago total, final y definitivo de la reclamación por 

daños ocasionados por el huracán María. Más aún, dicho pago 

también fue endosado por el acreedor hipotecario, Banco Popular de 

Puerto Rico sin que se presentara reparo alguno al concepto y/o 

advertencias incluidas en el mismo.”1  

El 11 de noviembre de 2020 la señora Rodríguez Romero 

presentó su Oposición a Moción de Sentencia Sumaria. En apretada 

síntesis arguyó que existe controversia en cuanto a si MAPFRE 

cumplió con sus responsabilidades bajo el contrato de seguros. 

Argumentó, además, que la figura de pago en finiquito requiere 

evaluar si la oferta de pago fue comunicada de buena fe, sin 

subterfugios ni violaciones de ley.  

El 18 de febrero de 2021 el TPI declaró Ha Lugar a la solicitud 

presentada por MAPFRE y desestimó la demanda instada por la 

señora Rodríguez Romero. En la referida sentencia consignó doce 

(12) Determinaciones de Hechos y concluyó “que se configuró el pago 

 
1 Véase el Apéndice del Recurso, a la pág. 60. [Énfasis y subrayado en el original] 
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en finiquito, y se extinguió la obligación entre las partes. 

Efectivamente, procede la desestimación de la acción judicial 

instada …”.2  

Insatisfecha, la señora Rodríguez Romero presentó una 

oportuna Moción de Reconsideración la cual fue declarada Ha Lugar 

por el foro primario mediante una Resolución dictada y notificada el 

17 de mayo de 2021. En la misma se consignó lo siguiente:  

HA LUGAR. SE DEJA SIN EFECTO SENTENCIA 
ANOTADA EL 19 DE FEBRERO DE 2021, ENTRADA 
#28. SE DECLARA NO HA LUGAR LA SOLICITUD DE 
SENTENCIA SUMARIA POR PAGO EN FINIQUITO 
PRESENTADA POR MAPFRE. SE ORDENA LA 
CONTINUACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS.  
  

Inconforme con este dictamen, la peticionaria acude ante este 

foro intermedio imputándole al foro primario la comisión de los 

siguientes señalamientos de error:   

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DEJAR SIN EFECTO LA SENTENCIA DEL 18 DE 
FEBRERO DE 2021 SIN FUNDAMENTAR SU 
DECISIÓN BAJO LA REGLA 36 DE PROCEDIMIENTO 
CIVIL.  
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL HABER DECLARADO NO HA LUGAR LA 
SOLICITUD DE SENTENCIA SUMARIA PRESENTADA 
POR LA PARTE DEMANDADA-PETICIONARIA, 
CUANDO LA PARTE DEMANDANTE-RECURRIDA 
FALTÓ A SU DEBER DE CONTROVERTIR LA PRUEBA 
PRESENTADA POR LA PARTE DEMANDADA-
PETICIONARIA EN LA SENTENCIA SUMARIA QUE 
INDUDABLEMENTE DEMUESTRA QUE SE 
CONFIGURA LA DOCTRINA DE PAGO EN FINIQUITO.  

 

Examinado el recurso con detenimiento, prescindimos del 

escrito en oposición “con el propósito de lograr su más justo y 

eficiente despacho.” Regla 7 del Reglamento de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-A, (R. 7). 

II.  

Auto de certiorari 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

 
2 Íd., a las págs. 227-228, y 236-237.  
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las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders at al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 90-92 

(2001). Esta discreción, ha sido definida en nuestro ordenamiento 

jurídico como una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera. No significa poder 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 

discreción. Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 91.  

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

delimita nuestra autoridad para revisar las órdenes y resoluciones 

interlocutorias dictadas por los tribunales de primera instancia por 

medio del recurso discrecional del certiorari. La referida regla fija 

taxativamente los asuntos que podemos atender. Su propósito es 

agilizar la resolución de los pleitos dilucidándose ante los tribunales 

de primera instancia de nuestro país y evitar dilaciones 

injustificadas durante la tramitación de un litigio. IG Builders at al. 

v. BBVAPR, supra, pág. 336. 

Por consiguiente, para determinar si procede la expedición de 

un recurso de certiorari en el que se recurre de una resolución 

interlocutoria, debemos acudir a lo dispuesto en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, 

que lee como sigue: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari:  
A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
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F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  
G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para, de 

manera sabia y prudente, tomar la determinación de si procede o no 

intervenir en el caso en la etapa del procedimiento en que se 

encuentra. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). De no encontrarse presente alguno de los criterios 

anteriormente enumerados en un caso que se nos presenta, no 

procede nuestra intervención. 

El Mecanismo de Sentencia Sumaria 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario y discrecional, que tiene el propósito de facilitar la 

solución justa y rápida de los litigios y casos civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por lo tanto, no 

ameritan la celebración de una vista en su fondo. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); Reyes Sánchez v. Eaton 

Electrical, 189 DPR 586, 594 (2013). Se trata de un mecanismo para 

aligerar la tramitación de un caso, cuando de los documentos que 

acompañan la solicitud surge que no existe disputa sobre algún 

hecho material y lo que procede es la aplicación del derecho. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 214. 

La Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3(e), autoriza al tribunal a dictar sentencia sumaria cuando “no 

hay controversia real sustancial en cuanto a ningún hecho esencial 

y pertinente y que como cuestión de derecho debe dictarse sentencia 

sumaria a favor de la parte promovente.” Así pues, se dictará 

sentencia sumaria si las alegaciones, deposiciones, contestaciones 

a interrogatorios y admisiones ofrecidas, junto a cualquier 

declaración jurada que se presente, si alguna, demuestran que no 

hay controversia real y sustancial sobre algún hecho esencial y 
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pertinente y que, como cuestión de derecho, procede dictar 

sentencia. Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, supra; SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  

 De otra parte, y relacionado a la controversia que nos ocupa, 

cuando el Tribunal de Primera Instancia determina que no procede 

dictar sentencia sumaria en el caso que tiene ante sí, o que no 

procede conceder ese remedio en su totalidad, es obligatorio que 

cumpla con lo expuesto en la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 

supra, que dispone lo siguiente:  

 Si en virtud de una moción presentada bajo las 
disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre 
la totalidad del pleito, ni se concede todo el remedio 
solicitado o se deniega la misma, y es necesario celebrar 
juicio, será obligatorio que el tribunal resuelva la 
moción mediante una determinación de los hechos 
esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 
controversia sustancial y los hechos esenciales y 
pertinentes que están realmente y de buena fe 
controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de 
los daños u otra reparación no está en controversia, 
ordenando los procedimientos ulteriores que sean 
justos en el pleito, incluso una vista evidenciaría 

limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse 
el juicio, se considerarán probados los hechos así 
especificados y se procederá de conformidad. A base de 
las determinaciones realizadas en virtud de esta regla, 
el tribunal dictará los correspondientes remedios, si 
alguno. [Énfasis nuestro]. 

 

 Lo anterior es cónsono con las disposiciones de la Regla 42.2 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2, que establece que el 

Tribunal de Primera Instancia en todos los pleitos deberá especificar 

los hechos probados y sus conclusiones de derecho por separado en 

apoyo a su sentencia. Como excepción, dicho foro no tendrá que 

cumplir con esta norma “[a]l resolver mociones bajo las Reglas 10 o 

36.1 y 36.2 de este apéndice, o al resolver cualquier otra moción…”. 

Íd. “Como se indicó, el texto de la Regla 42.2 diáfanamente exime a 

los tribunales de consignar sus determinaciones de hechos al 

momento de dar lugar a una moción de sentencia sumaria. 

Asimismo, el texto claro de la Regla 36.4 únicamente exige que se 

consignen los hechos controvertidos e incontrovertidos cuando se 

deniegue total o parcialmente una moción de sentencia sumaria. En 
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otras palabras, la única “excepción a la excepción” provista en la 

Regla 42.2 es la denegatoria parcial o total de una solicitud de 

sentencia sumaria.” Pérez Vargas v. Office Depot/ Office Max, Inc., 

203 DPR 687, 706 (2019).  

En el caso de Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 100 

(2015),3 el Tribunal Supremo determinó que los foros apelativos 

también tienen que cumplir con lo establecido en la citada Regla 

36.4, supra. No obstante, es importante señalar que en ese caso el 

tribunal de primera instancia concedió la solicitud de sentencia 

sumaria y este foro apelativo revocó dicha determinación. Por ello, 

al revisar una concesión de sentencia sumaria la obligación de 

enumerar los hechos que están en controversia y los que no se 

trasladan a este foro, ya que expresar solamente que existen hechos 

 
3 En cuanto a la revisión apelativa, en dicho caso el Tribunal Supremo estableció 
el estándar específico que debe utilizar el Tribunal de Apelaciones para la revisión 

de la procedencia de una sentencia sumaria: 

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. Dr. Bravo 

[…], a saber: el Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición del Tribunal de Primera Instancia al momento 

de revisar Solicitudes de Sentencia Sumaria. En ese sentido, 

está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, y 
aplicará los mismos criterios que esa regla y la jurisprudencia 

le exigen al foro primario. Obviamente, el foro apelativo 

intermedio estará limitado en el sentido de que no puede tomar 

en consideración evidencia que las partes no presentaron ante 

el Tribunal de Primera Instancia y tampoco adjudicar los hechos 
materiales en controversia, ya que ello le compete al foro 

primario luego de celebrado un juicio en su fondo. La revisión 

del Tribunal de Apelaciones es una de novo y debe examinar el 

expediente de la manera más favorable hacia la parte que se 

opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en el foro primario, 

llevando a cabo todas las inferencias permisibles a su favor.  
Segundo, por estar en la misma posición que el foro primario, 

el Tribunal de Apelaciones debe revisar que tanto la Moción de 

Sentencia Sumaria como su Oposición cumplan con los 

requisitos de forma codificados en la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 

…. 
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, el Tribunal de Apelaciones debe revisar si en 

realidad existen hechos materiales en controversia. De haberlos, 

el foro apelativo intermedio tiene que cumplir con la exigencia 

de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 
controversia y cuáles están incontrovertidos. Esta 

determinación se puede hacer en la Sentencia que disponga del 

caso y puede hacer referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su Sentencia. 

Cuarto, y por último, de encontrar que los hechos materiales 
realmente están incontrovertidos, el foro apelativo intermedio 

procederá entonces a revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la controversia.  
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en controversia derrota el principio que busca la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, supra. Ahora bien, cuando nos encontramos 

ante una denegatoria, total o parcial, de una moción de sentencia 

sumaria, es al foro primario a quien le corresponde cumplir con la 

obligación de consignar los hechos que entiende están en 

controversia y los que no lo están en el dictamen que emita según 

dispone la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra. Solo así, 

estaremos en posición de poder revisar adecuadamente tal 

dictamen. 

III. 

 La peticionaria señaló en su primer error que incidió el TPI al 

denegar su solicitud de sentencia sumaria sin cumplir con las 

disposiciones de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra. En 

específico, expresó que el foro recurrido incumplió con los requisitos 

establecidos en la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, debido 

a que no determinó individualmente los hechos que están en 

controversia y los incontrovertidos.   

 Como cuestión de umbral, por tratarse de la denegación de 

una moción dispositiva, el recurso cumple con los criterios de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, antes citada. Además, examinado 

al palio de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, concluimos 

que procede su expedición debido a que la decisión recurrida 

incumple con las formalidades exigidas en las Reglas de 

Procedimiento Civil y su jurisprudencia interpretativa. Incluso la 

etapa de los procedimientos en la que se encuentra el caso ante el 

foro primario es la más propicia para intervenir, sin causar un 

fraccionamiento indebido del pleito ni una dilación excesiva para la 

solución final del litigio. 

Según indicamos, en virtud de la Regla 36.4 de las de 

Procedimiento Civil, supra, el TPI viene obligado, al denegar una 

solicitud de sentencia sumaria, a consignar los hechos esenciales y 
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pertinentes sobre los cuales no existe controversia sustancial y los 

hechos medulares que están realmente y de buena fe controvertidos.  

No constituye un asunto discrecional para el TPI decidir si cumple 

con la referida norma. Más bien, estamos ante una regla de 

procedimiento imperativa que impone al foro a quo el deber 

inaludible de emitir un pronunciamiento preciso de los hechos 

esenciales que considera se encuentran en controversia y que, a su 

entender, exigen el trámite ordinario del pleito. De este modo, se 

garantiza a la parte que resulte afectada por dicha determinación, 

su derecho a conocer aquellos hechos particulares de la reclamación 

que están en controversia y posibilita poder revisar adecuadamente 

su determinación.  

 Conforme surge del trámite procesal antes consignado, el foro 

recurrido razonó que no existían hechos en controversia y conforme 

a los doce (12) hechos que determinó como incontrovertidos 

concluyó que aplicaba la doctrina de pago en finiquito y desestimó 

la demanda. Luego, a solicitud de la recurrida reconsideró dicho 

dictamen, lo dejó sin efecto y declaró No Ha Lugar el petitorio 

sumario de la peticionaria. En este sentido, el TPI estaba obligado -

al denegar la solicitud de sentencia sumaria- a consignar 

separadamente los hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales 

no existe controversia sustancial; así como aquellos que están 

realmente y de buena fe controvertidos. Lo cual no surge de la 

resolución impugnada. Más aún, el dictamen no señala si al 

reconsiderar su decisión anterior se convenció de la existencia de 

controversias de hechos materiales (los que falló en esbozar) o 

porque razonó que el derecho no le asiste a la parte promovente del 

petitorio (MAPFRE).    

 Expresa el Profesor Hernández Colón que de no proceder la 

moción de sentencia sumaria o no concederse el remedio solicitado, 

el tribunal está obligado, a resolver la petición mediante 
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determinación de los hechos esenciales y pertinentes sobre los 

cuales no hay controversia y los que están realmente y de buena fe 

controvertidos. Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: 

Derecho Procesal Civil, 6ta. ed., San Juan, Lexisnexis, 2017, sec. 

2620, pág. 322. Asimismo, en torno a esta exigencia según añadida 

a las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, el tratadista José A. 

Cuevas Segarra explica:  

 Esta regla se modificó para disponer que el tribunal 
[...] está obligado a determinar, mediante resolución, 
los hechos esenciales y pertinentes sobre los que no 
existe controversia sustancial, así como aquellos 
hechos que estén controvertidos, a los fines de que no 
se tenga[n] que relitigar los hechos que no están en 
controversia. 
 Lo importante de esta regla es que el nuevo texto 
mejorado hace énfasis en el carácter mandatorio de la 
determinación de los hechos materiales sobre los 
cuales no hay controversia sustancial y los hechos 
materiales que están realmente y de buena fe 
controvertidos. Esta es la única forma de propiciar una 
revisión adecuada por los foros apelativos. (Énfasis 
nuestro). J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 
Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, T. 
III, págs. 1074-1075.     

 

 En virtud de lo apuntalado, concluimos que el dictamen 

objetado incumple con las disposiciones de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, supra, que impone clara y expresamente la 

obligación al TPI de enumerar los hechos que están en controversia 

y los que no. Recordemos que el foro a quo se limitó a indicar que 

“se declara no ha lugar la solicitud de sentencia sumaria por pago 

en finiquito presentada por MAPFRE. Se ordena la continuación de 

los procedimientos.”4  

 En conclusión, revocamos la Resolución recurrida y 

devolvemos el caso al foro primario para que emita una nueva 

resolución en la que consigne -por separado- los hechos 

incontrovertidos y aquellos que de buena fe están controversia. Esto 

para que se cumpla la formalidad que le impone nuestro 

 
4 Íd.  
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ordenamiento jurídico y permita, a su vez, que podamos ejercer 

adecuadamente nuestra función revisora.      

 Conforme a la determinación arribada se hace inmeritorio 

atender los planteamientos relativos al segundo error.   

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari solicitado y revocamos la Resolución recurrida. En 

consecuencia, devolvemos el caso al TPI para que emita una nueva 

Resolución que cumpla con las disposiciones de la Regla 36.4 de las 

de Procedimiento Civil, supra.  

   Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


